
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 5°. DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS 

PERSONAS ADULTAS MAYORES, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MADELEINE BONNAFOUX 

ALCARAZ E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La que suscribe, Madeleine Bonnafoux Alcaraz, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción 

Nacional en la LXIV Legislatura, con fundamento en lo establecido en la fracción II del artículo 71 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento 

de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el 

que se reforma el tercer párrafo del artículo 5o. de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, 

conforme a la siguiente 

Exposición de Motivos 

De acuerdo con la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, se consideran a todas las que tengan 

60 años cumplidos o más, que vivan en la República Mexicana o que estén de tránsito. 

Actualmente, en México se presenta un proceso de envejecimiento acelerado. Se cuenta con datos que nos 

permiten deducir que en menos de 50 años la estructura poblacional del país corresponderá a la de un país 

envejecido; es decir, una gran parte de su población tendrá 65 años o más. Lo anterior, debido a factores 

relacionados con el descenso de la fecundidad, así como el aumento en la esperanza de vida los cuales han 

ocasionado este cambio en la estructura por edad y sexo de la población, esto se traduce en uno de los rasgos 

más representativos del cambio demográfico actual. 

En 1980, la proporción de personas con 60 años o más en México fue de 5.5 por ciento de la población y en 

2017 de 10.1. De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas, para 2050, representará 

aproximadamente 24.6 de la población mexicana. 

Actualmente viven en el país 12 millones 973 mil 411 personas adultas de 60 años y más, según el Consejo 

Nacional de Población y el Instituto Nacional de Geografía. De ellas, 53.9 por ciento corresponde a mujeres; y 

46.1, a hombres. 

Un estudio basado en datos de la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensanut) 2012 señala que la 

esperanza de vida saludable para la población es de 65.8 años (Manrique-Espinoza, et al., 2013). Esto significa 

que si la esperanza de vida de la población en general es de 74.7 años, la población que los cumpla tiene altas 

probabilidades de una carga de enfermedad y dependencia durante aproximadamente 9 años de su vida. 

Es eminente el deterioro funcional debido a edad avanzada afecta la salud y la calidad de vida de las personas, 

con consecuencias físicas, psíquicas y sociales, y se traduce en dificultades para realizar por sí mismas algunas 

actividades cotidianas, lo que incrementa las posibilidades de dependencia de cuidado. 

Para el total de la población de 60 años y más, los 3 padecimientos con el mayor reporte de diagnóstico médico 

fueron hipertensión (40.0 por ciento), diabetes (24.3) e hipercolesterolemia (20.4). La demencia es la primera 

causa de discapacidad para las personas adultas mayores, en virtud de lo anterior, la Organización Mundial de la 

Salud recomienda considerar la demencia como una prioridad en salud pública y para la asistencia social. 

El estado de salud y pérdida de autonomía de las personas adultas mayores han sido evaluados con diferentes 

escalas que miden la capacidad funcional que tienen las personas para realizar “actividades básicas de la vida 

diaria” (ABVD). La medición de este parámetro incluye las capacidades de autocuidado más elementales 

(comer, ir al baño, contener esfínteres) y otras como (asearse, vestirse, caminar), que constituyen las actividades 

esenciales para el autocuidado. 



 
  

Otra escala de evaluación se dirige hacia las “actividades instrumentales de la vida diaria” (AIVD), que 

permiten a la persona adaptarse a su entorno y mantener una independencia en la comunidad. Las AIVD 

incluyen actividades como: usar el teléfono, hacer compras, cocinar, limpiar la casa, utilizar transportes, 

administrar adecuadamente los medicamentos, etcétera (INSP, Ensanut, 2012). De las personas adultas 

mayores, 26.9 por ciento presentó dificultad para realizar al menos una ABVD, y 24.6 para realizar al menos 

una AIVD. 

El deterioro del estado de salud de las personas adultas mayores tiene un impacto directo sobre la morbilidad 

general y la utilización de los servicios de salud, y sobre todo representan un trabajo adicional en los hogares, 

ya que los miembros de un hogar deben dedicar parte de su tiempo al cuidado de esas personas. 

La reforma en materia de derechos humanos efectuada a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, publicada el 11 de junio de 2011 en el Diario Oficial de la Federación, crea una nueva cultura en 

materia de derechos humanos, la cual pone en el centro la dignidad de la persona humana, en el que todas las 

personas gozan de los derechos humanos reconocidos tanto en dicha Ley Suprema como en los tratados 

internacionales de que el Estado mexicano es parte, y todas las autoridades tienen la obligación de promoverlos, 

respetarlos, protegerlos y garantizarlos de conformidad con los principios de universalidad y progresividad, así 

como de la interdependencia e indivisibilidad de los derechos civiles, políticos y sociales. 

Asimismo, desde la perspectiva internacional, México ha sido parte de diversos tratados, instrumentos 

declarativos y conferencias encaminados a la protección de las personas mayores, como el Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el 23 de marzo de 1981, y la derivada observación general 

número 6. Los derechos económicos, sociales y culturales de las personas mayores en 1995; el Plan de Acción 

Internacional de Viena sobre el Envejecimiento de Naciones Unidas 1982; los Principios de las Naciones 

Unidas en favor de las personas de edad de 1991, los cuales alentaron a los Estados parte a introducir los 

principios de independencia, participación, cuidados, autorrealización y dignidad en sus programas nacionales; 

el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” de 1998; la Declaración Política y Plan de 

Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento en 2002 y; la Carta de San José sobre los derechos de 

las personas mayores de América Latina y el Caribe de 2012. Recordando la adopción por parte de la 

Organización de Estados Americanos (OEA) de la Convención Interamericana sobre la Protección de los 

Derechos Humanos de las Personas Mayores en 2015, un instrumento vinculante que integra las tres 

dimensiones inherentes a toda persona: derechos civiles, políticos y sociales; caracterizado por ser integral, 

innovador, progresista y multidisciplinario y promover la visión de las personas mayores como sujetos de 

derechos y obligaciones. 

El 25 de junio de 2002 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores, con objeto de garantizar el ejercicio de los derechos de las personas adultas mayores, así 

como establecer las bases y disposiciones para su cumplimiento, mediante la regulación de la política pública 

nacional para la observancia de los derechos de las personas adultas mayores, los principios, objetivos, 

programas, responsabilidades e instrumentos que la administración pública federal, las entidades federativas y 

los municipios deberán observar en la planeación y aplicación de la política pública nacional y el Instituto 

Nacional de las Personas Adultas Mayores. 

En particular, esta ley establece el derecho de las personas adultas mayores a gozar de igualdad de 

oportunidades en el acceso al trabajo o de otras opciones que les permitan un ingreso propio y desempeñarse en 

forma productiva tanto tiempo como lo deseen y a ser sujetos de programas de asistencia social en caso de 

desempleo, discapacidad o pérdida de sus medios de subsistencia. 



 
  

En México, una tercera parte de la población adulta mayor trabaja para el mercado laboral. La participación en 

actividades económicas se reduce conforme aumenta la edad. Es por ello, que uno de los desafíos, de este 

proceso de envejecimiento de la población en México, que deberemos enfrentar como país es la sostenibilidad 

económica de las y los adultos mayores para el goce de una vida digna. Este aspecto ya impacta en los 

esquemas de pensiones, de por sí insuficientes por su baja cobertura y montos precarios, por la dificultad de 

asegurar ingresos a las personas que logren cubrir el tiempo de cotización requerido, y que ahora viven más 

años, con el derecho a tener los beneficios de su pensión o jubilación. La población de adultos mayores que 

tiene acceso a una pensión es pequeña (Ham, 2003). 

La presente iniciativa tiene por objeto establecer mecanismos necesarios para garantizar la satisfacción y goce 

de las personas adultas mayores, por lo que se pretende incorporar el principio de progresividad a la Ley de los 

Derechos de las Personas Adultas Mayores, a efecto de generar certeza a este grupo de la población y que las 

familias efectivamente tengan in apoyo subsidiario de las instituciones públicas para el cuidado y atención de 

las personas adultas mayores. 

Por ello se propone que el Ejecutivo federal aporte recursos suficientes para financiar estancias o centros de 

atención y cuidado, de acuerdo con el Presupuesto de Egresos de la Federación, los cuales podrán ser 

complementados por los recursos que asignen los gobiernos de las entidades federativas, de la Ciudad de 

México y las alcaldías de sus demarcaciones territoriales y los municipios. 

Es una realidad que los adultos mayores demandan cuidados especiales para su cuidado, por lo que es necesario 

el apoyo del Estado mexicano para prevenir enfermedades discapacitantes, garantizarles servicios de salud y 

alimentación, apoyarlos en su independencia, establecer acciones de valoración geriátrica orientadas a la mejor 

funcionalidad física, mental y social del adulto mayor. Por ello, contar con recursos públicos de los tres órdenes 

de gobierno, permitirá el ejercicio de sus derechos, además de contribuir a incrementar su bienestar y calidad de 

vida. 

Por lo expuesto se propone el siguiente proyecto de 

Decreto 

Único. Se reforma el tercer párrafo del artículo 5o. de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, 

para quedar como sigue 

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas 

mayores los siguientes derechos: 

I. y II. ... 

III. De la salud, la alimentación y la familia: 

a) a c) ... 

Las familias tendrán derecho a recibir el apoyo subsidiario de las instituciones públicas para el cuidado y 

atención de las personas adultas mayores. Para tal efecto, el Ejecutivo federal aportará recursos 

suficientes para financiar estancias o centros de atención y cuidado, de acuerdo al Presupuesto de 

Egresos de la Federación, los cuales podrán ser complementados por los recursos que asignen los 

gobiernos de las entidades federativas, de la Ciudad de México y las alcaldías de sus demarcaciones 

territoriales y los municipios. 



 
  

IV. a IX. ... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El titular del Ejecutivo federal, al enviar al Congreso de la Unión la iniciativa de Ley de Ingresos de 

la Federación y el proyecto de decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación, para cada uno de los 

ejercicios fiscales en que se encuentre en vigor el presente ordenamiento, establecerá las previsiones de recursos 

y disponibilidades presupuestales que se requieran para dar cumplimiento a las disposiciones de esta ley. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de octubre de 2019. 

Diputada Madeleine Bonnafoux Alcaraz (rúbrica) 

 


